
EN LO PRINCIPAL: Interpone Recurso de Reclamación según artículo 20 y 30 bis Ley N°19.300, en contra de
la Resolución Exenta N°20250100128, de 03 de junio de 2025, dictada por la Comisión de Evaluación
Ambiental de la Región de Tarapacá- y que califica favorablemente la Declaración de Impacto Ambiental del
proyecto “Sistema de Almacenamiento de Energía y Linea de Transmisión BESS Tambillo”; PRIMEROTROSÍ:
Forma de notificación; SEGUNDO OTROSÍ: Anexos

SRA. DIRECTORA EJECUTIVA

Nibaldo Antonio Ceballos Carrero, chileno, cédula nacional de identidad número 13.867.294-8, Indígena
Certificado N°640820 otorgado por CONADI, casado, domiciliado en Ruta A guión seiscientos sesenta y
cinco, kilómetro treinta y uno, del Poblado de la Huayca, Región de Tarapacá; observante (Clan familiar
Ceballos Carrero) en el procedimiento de evaluación de impacto ambiental del proyecto “Sistema de
Almacenamiento de Energía y Linea de Transmisión BESS Tambillo”; a esta Dirección Ejecutiva,
respetuosamente digo:

Que, en oportunidad legal, vengo a interponer, en forma, reclamación ante la Dirección Ejecutiva,
establecida en el artículo 20 y 30 bis de la Ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en
contra de la decisión de la Comisión de Evaluación Ambiental de la Región de Tarapacá, por haber infringido
la normativa legal vigente en materia ambiental, al adoptar la Resolución Exenta N°20250100128 fechada
el día 03 de junio de 2025, la que resuelve calificar favorablemente la Declaración de Impacto Ambiental
del proyecto “Sistema de Almacenamiento de Energía y Linea de Transmisión BESS Tambillo” de
titularidad de BESS El Salado SpA; a fin de que revise el procedimiento de evaluación de dicho proyecto y, en
definitiva, revoque la citada resolución de calificación ambiental por cuanto es ilegal al incumplir la
normativa ambiental aplicable que rige el procedimiento, fundamentalmente la regulatoria del proceso de
participación ciudadana, por no considerar adecuadamente en sus fundamentos las observaciones
formuladas por los reclamantes dentro del procedimiento de participación ciudadana, y demás indicadas
en el cuerpo del presente escrito.

I. CUESTIONES DE FORMA

1. Competencia

Según dispone el inciso primero del artículo 20 de la Ley N° 19.300, “En contra de la resolución que niegue
lugar, rechace o establezca condiciones o exigencias a una Declaración de Impacto Ambiental, procederá la
reclamación ante el Director Ejecutivo.”. En este caso, al tratarse de una Resolución de Calificación
Ambiental recaída en un Instrumento de Gestión como lo es una Declaración de Impacto Ambiental la
reclamación debe estar orientada al Director Ejecutivo antes citado. Por tanto, vengo a interponer el
presente recurso ante la autoridad y organismo correspondiente.



2. Plazo

De igual forma, el artículo 20, de la recién citada ley, en su primer inciso, señala que estos recursos deberán
ser interpuestos “(...) dentro del plazo de treinta días contado desde la notificación de la resolución
recurrida”. En este caso, la Resolución de Calificación Ambiental del proyecto “Sistema de
Almacenamiento de Energía y Línea de Transmisión BESS Tambillo” fue dictada con fecha 03 de junio de
2024, que fue de nuestro conocimiento en fecha 09 de junio de 2025 a las 10:16 am. Por cuanto,
contando el plazo dispuesto en la ley a partir del día de dicho conocimiento, esta reclamación se presenta
oportunamente.

3. Legitimidad

A este respecto, es pertinente remitirnos al contenido del artículo 30 bis de la Ley N° 19.300 sobre Bases
Generales del Medio Ambiente, cuyo inciso quinto señala lo siguiente:

“Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones no hubieren sido debidamente
consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el
artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo
20, el que no suspenderá los efectos de la resolución”.

Por tanto, de lo dispuesto en la norma antes citada, el recurso de reclamación en cuestión podrá ser
interpuesto por terceros que, habiendo formulado observaciones ciudadanas durante el proceso de
participación ciudadana, desarrollada durante la evaluación ambiental del proyecto, estimen que sus
observaciones no han sido debidamente consideradas en los fundamentos de la Resolución de Calificación
Ambiental.

Así las cosas, de lo expuesto se colige que los requisitos para contar con legitimación activa para poder actuar
como reclamantes en este tipo de acciones se requieren:

a) Ser persona natural o jurídica.
b) Haber interpuesto observaciones ciudadanas durante la evaluación ambiental.
c) Que sus observaciones no hayan sido debidamente consideradas dentro de los fundamentos de la

Resolución de Calificación Ambiental.

Por tanto, de acuerdo con lo antes planteado y los presupuestos que fundamentan este recurso, el
reclamantede este escrito cumple con los primeros dos requisitos, según los ha reconocido como tales la
Comisión Evaluadora al consignarlos en el Considerando N°12.3 Evaluación técnica de las observaciones
ciudadanas, en específicamente en las observaciones realizadas desde N°11.3.6 de la Resolución de
Calificación Ambiental del proyecto “Sistema de Almacenamiento de Energía y Línea de Transmisión BESS
Tambillo”. Posteriormente en este escrito se verifica el tercer requisito según se expondrá en lo sucesivo
de esta reclamación.



II. ANTECEDENTES PREVIOS SOBRE EL PROYECTO “Sistema de Almacenamiento de Energía y Línea de
Transmisión BESS Tambillo”

2.1 Sobre el proyecto “Sistema de Almacenamiento de Energía y Línea de Transmisión BESS Tambillo”

Con fecha 09 de agosto de 2024, fue presentado a evaluación mediante la Declaración de Impacto
Ambiental (DIA) el proyecto “Sistema de Almacenamiento de Energía y Línea de Transmisión BESS
Tambillo”, cuyo titular es BESS El Salado SpA. Según establece dicha Declaración, el proyecto El proyecto
“Sistema de almacenamiento de energía y línea de transmisión BESS Tambillo” es un proyecto de
almacenamiento de energía con tecnología de baterías de ion-litio, que se emplazará en la Comuna de
Pozo Almonte, región de Tarapacá. El predio donde se ubicará el sistema de almacenamiento y una
subestación elevadora se encuentra alejado de zonas residenciales, a unos 9,5 km al este de Pozo Almonte.
Comprende un inmueble privado de 10 hectáreas aproximadamente que cuenta con acceso directo desde
la ruta A-65. Ademas informa que el proyecto se conectará al Sistema Eléctrico Nacional en la subestación
Nueva Pozo Almonte, a través de un tendido de una línea de transmisión en 220kV de unos 14km, cuyo
trazado se diseñó paralelo a la ruta A-65 y la línea existente Nueva Pozo Almonte – Parinacota 220kV, de
manera de afectar lo menos posible la flora, fauna y comunidades de la zona y tiene como objetivo:

 El almacenar energía eléctrica generada durante las horas del día, cuando generalmente existe un
exceso de electricidad limpia proveniente de plantas solares fotovoltaicas, para luego inyectarla a
la red eléctrica nacional en la tarde/noche, cuando la demanda de energía es mayor y se debe
recurrir a la generación de plantas térmicas contaminantes.

2.2 Sobre la localización del proyecto:

2.2 Sobre la localización del proyecto a escala regional

El titular menciona que las partes, acciones y obras físicas del Proyecto, El predio donde se ubicará el
sistema de almacenamiento y una subestación elevadora se encuentra a aproximadamente 9,5 km al este
de Pozo Almonte. Se accede al proyecto desde la ruta A-65. Cuya superficie es de aproximadamente 8,2
Kilómetros.

Fuente: Tabla 1-8 Anexo 0 Adenda complementaria



Sobre las Coordenadas de las estructuras de la línea de transmisión del Proyecto



Fuente: Tabla 1-5 Anexo 0 Adenda complementaria

Respecto a los caminos de acceso:

El acceso al área de contenedores BESS, subestación eléctrica e instalación de faenas del proyecto se realizará
desde la ruta A-65. Con respecto a la línea de alta tensión, su trazado va paralelo a la ruta A-65 hasta el cruce
con la línea de alta tensión (LAT) Nueva Pozo Almonte Parinacota 220 kV (línea existente), donde se une a su
trazado en forma paralela, hasta llegar a su punto de conexión en la subestación Nueva Pozo Almonte
(existente).



III. TRAMITACION DE LA EVALUACION AMBIENTAL

El presente proyecto ingresó al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, mediante una Declaración de
Impacto Ambiental, con fecha 09 de agosto de 2024. Posteriormente y con fecha 24 de octubre de 2024 se
dictó la Resolución Nº20240100145 por parte del Servicio de Evaluación Ambiental Región de Tarapacá,
mediante la cual se ordena el inicio del proceso de participación ciudadana. La publicación de la
Notificación de dicha Resolución se efectuó el día 02 de septiembre de 2024, en el Diario Oficial y en el Diario
regional. Dicha apertura fue realizada por el Clan Familiar Ceballos a través de 10 solicitudes (01 Nibaldo Antonio
Ceballos Carrero; 02 Henry Gilberto Ceballos Lay; 03 Geroboan Ceballos Lay; 04 Nibaldo Leonel Ceballos Lay; 05
Ester Uberlinda Carrero Roco; 06 Emely del Carmen Ceballos Carrero; 07 Mauricio Ceballos Carrero; 08 Carolina
Andrea Ceballos Carrero; 09 Romina Paulette Nazal Lagos; 10 Luis Alberto Olivares Farías). El proceso de
Participación Ciudadana (PAC) se inició el día 05 de novimentre de 2024 y finalizó al cabo de 20 días hábiles
el 02 de dicimebre de 2024. En cuyo procedimiento participo Nibaldo Antonio Ceballos Carrero, observante
del Clan familiar Ceballos con fecha 18 de mayo 2024.

Posteriormente, el Servicio Evaluación Ambiental, I Región de Tarapacá dictó el Informe Consolidado de
Evaluación recomendando aprobar la Declaración de Impacto Ambiental del proyecto en cuestión.

IV. SOBRE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y EL INSTRUCTIVO ORD. N°130528/2013, QUE “IMPARTE
INSTRUCCIONES SOBRE CONSIDERACIÓN DE LAS OBSERVACIONES CIUDADANAS EN EL MARCO DEL
PROCEDIMIENTO DE EVALUACIÓN AMBIENTAL”.

El Derecho Internacional y los instrumentos a los cuales se encuentra suscrito nuestro país en materias
medioambientales, la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones se alza como uno de sus
principales principios rectores.

El Principio de Participación tiene su consagración en numerosos instrumentos de Derechos Internacional, así
por ejemplo la Declaración de Río de Janeiro de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo, postula a la
Participación Ciudadana como uno de los principios fundantes de la misma: Principio Nº 10: “Los temas
ambientales son manejados de una mejor manera con la participación de todos los ciudadanos involucrados”.

A su vez, la Agenda 211 plantea como uno de sus lineamientos estratégicos el fortalecer, a nivel local y regional,
la participación de los grupos sociales en la gestión que los gobiernos desarrollen en sus respectivos territorios.
La sección III del Documento de la Agenda, titulado “Fortalecimiento del papel de los grupos sociales”, se dedica
exclusivamente a este tema, destacando la decisiva importancia de la participación de todos los grupos sociales
que tendrían en el cumplimiento de los objetivos, políticas y mecanismos acordados por los gobiernos en todas
las áreas (no solo las ambientales) de la Agenda 21. Específicamente, en los ámbitos de medio ambiente y
desarrollo, se reconoce “la necesidad de que las personas, los grupos y las organizaciones participen en los
procedimientos de evaluación del impacto ambiental, conozcan el mecanismo de adopción de decisiones y
participen en él, sobre todo cuando exista la posibilidad de que esas decisiones afecten a las comunidades
donde viven y trabajan”, y se impone la obligación, entre los Estados miembros, de garantizar el acceso a la
información de tipo ambiental de la que dispongan las autoridades locales, incluyendo la relativa a productos y
actividades que sean o puedan ser riesgosos para el medio ambiente.

1 El “Programa 21” es un plan de acción exhaustivo que habrá de ser adoptado universal, nacional y localmente por
organizaciones del Sistema de Naciones Unidas, Gobiernos y Grupos Principales de cada zona en la cual el ser humano
Influya en el medio ambiente. Más información en:
https://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/index.htm



En el ordenamiento jurídico nacional, ya el Mensaje del proyecto de Ley de Bases Generales del Medio
Ambiente, cita entre los principios inspiradores del proyecto, el de la Participación. Al respecto, se señala que
“[este principio] es de vital importancia en el tema ambiental, puesto que, para lograr, una adecuada
protección del medio ambiente se requiere de la concurrencia de todos los afectados en la problemática”. Se
reconoce, por ende, la importancia de la adecuada concurrencia de la opinión de la ciudadanía en la toma de
decisiones, y en particular para la Evaluación de Impactos Ambientales.

Así, el artículo 30 bis, inc. final, de la ley 19.300, en lo referido a la Evaluación Ambiental, señala lo siguiente:

“La participación ciudadana comprende los derechos a acceder y conocer el expediente físico o
electrónico de la evaluación, formular observaciones y obtener respuesta fundada de ellas.” ..

De igual forma, el artículo 29, del mismo cuerpo normativo, señala que:

“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de
calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en
su resolución.”

Por su lado, en el desarrollo doctrinario y jurisprudencial del principio de participación ciudadana en materia
ambiental, la Exc. Corte Suprema, recogiendo lo entendido por la doctrina a su respecto, ha señalado en
sentencia de fecha 25 de julio de 2017, en causa rol N° 31176-2017 lo siguiente:

"Conjunto de directrices, principios y normas dispuestas por la ley y autoridad competente, que permiten
a las personas naturales y jurídicas y a las organizaciones sociales y comunitarias afectadas o interesadas
en alguna forma por distintos eventos de relevancia ambiental, ser incorporadas formalmente al proceso
de decisiones que lleva la adopción de políticas y medidas de carácter medioambiental, a la autorización
de actividades que importan un compromiso ambiental, a la dictación de las regulaciones pertinentes, y
a la resolución de los conflictos que se presenten."2

Además de su reconocimiento y regulación en la normativa ambiental, igualmente es relevante destacar elnivel
de relevancia que la propia normativa ambiental le ha dado a la Participación ciudadana dentro del proceso de
evaluación de impactos ambientales, descrito en el párrafo 3° del Título II, de la Ley N° 19.300, bajo el título:
“De la participación de la comunidad en el procedimiento de evaluación de impacto ambiental”.

En particular, los artículos 9° bis, 29 y 30 bis de la Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente,se
refieren a las diversas acciones que la autoridad ambiental debe realizar respecto a las observaciones
planteadas en el proceso de participación ciudadana contemplada en el mismo cuerpo normativo.

Por un lado, respecto del Informe Consolidado de Evaluación (ICE), el artículo 9º bis señala:

“La Comisión a la cual se refiere el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, deberán aprobar o
rechazar un proyecto o actividad sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental sólo en virtud
del Informe Consolidado de Evaluación en lo que dice relación con los aspectos normados en la legislación
ambiental vigente. En todo caso, dicho informe deberá contener, los pronunciamientos ambientales
fundados de los organismos con competencia que participaron en la evaluación, la evaluación técnica de
las observaciones planteadas por la comunidad y los interesados, cuando corresponda, así como la
recomendación de aprobación o rechazo del proyecto.

2 M., C., “Participación Ciudadana en la Ley N°19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente”, Lexis Nexis2004),
p. 47.



El incumplimiento a lo señalado en el inciso anterior se considerará vicio esencial del procedimiento de
calificación ambiental.”

Por ende, de la norma antes citada, se desprende el carácter de esencial del proceso de participación
ciudadana dentro del proceso de evaluación ambiental, haciéndose expresa mención a la evaluación técnicay
consideración de las observaciones planteadas, señalando que el incumplimiento de dicho proceso y la forma
del mismo se constituye como un vicio esencial dentro del proceso de calificación ambiental.

A su vez, el inc. 3° del art. 29 de la Ley N° 19.300, reforzando lo señalado anteriormente en los términos del
deber de la autoridad de considerar y pronunciarse respecto de cada una de las observaciones planteadas en la
evaluación ambiental, indica que:

“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación
y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución.
Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días
de anticipación a la calificación del proyecto.”

Dejando en claro lo anterior, resulta necesario entonces ahondar en cuáles son los criterios y estándares
establecidos en nuestra legislación nacional respecto a cómo debe llevarse adelante este proceso de
Participación Ciudadana, revisando en específico lo referido a la debida consideración de las observaciones
ciudadanas entregadas por la ciudadanía durante el proceso de participación ciudadana, y la fundada respuesta
que se debe entregar a la ciudadanía en relación a sus observaciones.

Y es que, en este sentido, se ha establecido una especial regulación y profundización a estos aspectos, los
cuales han sido abordados y regulados por el propio Servicio de Evaluación Ambiental, a través del Of. ORD.
N°130528/2013, que “Imparte instrucciones sobre consideración de las observaciones ciudadanas en el marco
del procedimiento de evaluación ambiental”. Que, cabe mencionar, se encontraba ya vigente al momento del
ingreso al SEIA del presente Proyecto.

A este respecto, es el propio instructivo del SEA el que señala que el objetivo de este documento apunta a
aclarar la extensión y forma de cumplimiento de la autoridad administrativa en esta materia. Más en específico,
luego agrega que éste se centra en determinar la respuesta que se debe presentar respecto de las
observaciones formuladas.

Así, según lo descrito, la ley establece que es deber de la autoridad “considerar” las observaciones ciudadanas,
de lo que el instructivo indica que corresponde, primeramente, “a hacerse cargo de la materia observada
durante el proceso de evaluación ambiental o, en otras palabras, incorporar al proceso respectivo la
preocupación ambiental levantada por el observante, para luego, a la luz de lo anterior, dar respuesta a los
requerimientos presentados por la ciudadanía durante el proceso formal de participación ciudadana de los
proyectos sometidos a evaluación, tanto a través de Estudios de Impacto Ambiental (EIA) en los términos del
artículo 29, como mediante Declaraciones de Impacto Ambiental (DIA), cumpliendo con lo dispuesto en el
artículo 30 bis.”.

En este sentido, en el punto 5 del instructivo se señalan los criterios mínimos que deben respetarse a la hora
de considerar la observación ciudadana y, en concreto, establecer la respuesta que se le da a la ciudadanía
respecto a sus observaciones planteadas. Estos criterios son el de “completitud y precisión”, “autosuficiencia”,
“claridad”, “sistematización y edición”, “independencia”, “autoría impersonal” y el de “actualización de la
consideración''.

Bajo el contexto anterior, producto de un análisis y revisión del proceso de participación ciudadana del
proyecto de marras y, en específico respecto de la respuesta dada a las observaciones ciudadanas en el



Considerando N°12.3, de la Resolución de Calificación Ambiental del proyecto “Sistema de Almacenamiento
de Energía y Línea de Transmisión BESS Tambillo”, se evidencia el incumplimiento del Ord. N° 130528/2013
dado por la falta de observancia de los criterios que describen el “considerar” las observaciones. Aquello se
configura como vicios esenciales que, por un lado, condicionan sustancial y esencialmente el proceso de
participación ciudadana y, en definitiva, alteran la sustancia de los resultados de la evaluación ambiental del
proyecto Sistema de Almacenamiento de Energía y Línea de Transmisión BESS Tambillo, y por otro, vician los
fundamentos de la resolución de calificación ambiental del mismo.

No observancia de los criterios de completitud y precisión: Las respuestas dadas por la autoridadabordan en
forma parcializada el contenido de las observaciones, respondiendo una parte de lo observado y dejando otras
aristas o puntos planteados en la observación sin ningún tipo de argumentación ni respuesta.

Así, según el estándar dado por el instructivo citado, las respuestas dadas a los participantes del proceso deben
identificar cada uno de los temas planteados y abordarlos de la misma forma. Incluso, se autoriza a la autoridad
a que en el caso de que una observación sea extensa o aborde muchas temáticas se separen por temáticas, con
el objeto de dar una respuesta completa, precisa y clara, pero siempre se debe dar respuesta a cada uno delos
temas planteados teniendo cuidado de no alterar el contenido de la preocupación planteada en la observación
ciudadana.

No obstante, lo anterior, en el caso de marras no se cumple aquel criterio, la autoridad no identifica todos los
temas planteados por la observación lo que, evidentemente, se traduce en que la respuesta dada solo se
condice con lo que se limita la observación, siendo aquella respuesta imprecisa, vaga y carente de información
necesaria.

Finalmente, el hecho de que no se hubiere realizado una adecuada identificación de los temas planteados
significa que los aspectos considerados a la hora de realizar las proyecciones y evaluaciones de los distintos
valores ambientales no abordan, ni recogen todos los elementos para realizar una efectiva determinación,
ponderación y evaluación de los impactos ambientales que el proyecto genera.

a) No observancia del criterio de autosuficiencia: Las respuestas están conformadas en su mayoría por citas
y referencias genéricas al DIA y/o Adendas. Esto hace que, en definitiva, no se responda laobservación en
forma completa, toda vez que, no se explica de forma precisa y clara la motivación, análisis o su vinculación
con lo observado por el/la ciudadana.

Según lo dispuesto por el instructivo, en las respuestas se tiene que evitar el hacer referencias genéricas elDIA
y/o Adendas y sólo en aquellos casos en que por la naturaleza o extensión de la respuesta sea necesariohacer
referencia a un proceso presentado durante el proceso de evaluación ambiental, se permite ser citado con
precisión. No obstante, aquello, en ningún caso se exonera a la Autoridad de formular con dichos elementos
citados una adecuada respuesta que aborde de forma específica y precisa lo planteado por el/laobservante.

b) No observancia del criterio de claridad: La excesiva referencia a Adendas y DIA resulta en una evidente
sobre tecnificación de las respuestas, las cuales que -evidentemente- se alejan de un lenguaje claro y
entendible que sea entendible por una persona lega. El relevar la respuesta a que el observante deba
realizar un examen al expediente de evaluación ambiental, de eminente contenido técnico, no es una
respuesta que esté dotada de claridad y que permita al/la observante entender la forma en la que fue
incorporada su preocupación ambiental y abordada por el titular del proyecto en el proceso de evaluación
ambiental.

c) No observancia del criterio de independencia: La respuesta entregada por el titular en la Adenda solo
resulta de referencia para elaborar la consideración, ya que aquella debe fundamentarse en el marco de



todo el expediente de evaluación de impacto ambiental. En ese sentido, se debe evitar reproducir o basarse
únicamente en la respuesta dada por el titular a las observaciones de lacomunidad.

Frente a lo anterior, resaltamos el reconocimiento y la importancia de un adecuado proceso de participación
ciudadana dentro de los procesos de toma de decisión de la Autoridad Ambiental del Estado, y en específicode
los procesos de Evaluación de Impacto Ambiental. Así, es menester recordar el reconocimiento dado a la
participación ciudadana tanto en nuestro derecho interno como en los compromisos adoptados por la
comunidad internacional a su respecto, lo que implica que su observancia sea de forma rigurosa, que sus
procesos sean íntegros y reglados y que, en definitiva, tanto el actuar de la administración como de aquellos
proponentes que se sometan al SEIA debe regirse por aquello, procurando respetar el derecho a la ciudadanía
de ser informada, de formular observaciones y de recibir una respuesta fundada a aquellas.

No obstante lo anterior, en el caso de marras analizando -a nivel general- las formas y el respeto por la
normativa ambiental aplicable al proceso de participación ciudadana, y en específico a la norma que a nivel más
directo regula cómo deben abordarse y responderse las observaciones ciudadanas, se alzan como elementos
sin los cuales el procedimiento de evaluación ambiental y en específico los resultados del mismo se ven
innegablemente alterados ya que no se están cumpliendo los mínimos requeridos por la normativa nacional
para apuntar a garantizar el adecuado resguardo y análisis de cada uno de los valores ambientales que
potencialmente pudieran llegar a verse afectados por el proyecto.

Por ende, este alejamiento de los aspectos más básicos y esenciales que deben ser considerados en una
evaluación ambiental atenta contra todos los principios rectores de la evaluación ambiental, la cual se
encuentra carente de información que resulta esencial para la final determinación de los impactos ambientales,
lo que por sí mismo se alza como un fuerte argumento para anular la Resolución de Calificación Ambiental
recurrida.

Por último, debo indicar que todos los vicios anteriormente señalados y los que serán abordados en lo sucesivo
de esta presentación tienen el carácter esencial, por tanto, vician y anulan el procedimiento de evaluación
ambiental -y, por ende, su acto administrativo terminal que es la RCA-. Esto pues es sabido queen materia
administrativa los elementos esenciales que integran el acto administrativo son: la competencia del órgano, la
voluntad, el contenido, los motivos, la finalidad y las formalidades y los vicios ya presentados vulneran todos y
cada uno de los elementos del acto administrativo recién expuestos. A su vez que el perjuicio que éstos
provocan no pueden ser subsanados y la única vía posible de remediación es la anulaciónde la RCA.

V.- SOBRE LAS OBSERVACIONES QUE NO FUERON DEBIDAMENTE CONSIDERADAS EN LOS FUNDAMENTOSDE
LA RESOLUCIÓN DE CALIFICACIÓN AMBIENTAL

Que durante el proceso de evaluación ambiental el recurrente en esta reclamación presenta una serie de
observaciones ciudadanas que, según se aborda en este apartado, no fueron debidamente consideradas en la
resolución de calificación ambiental del proyecto “Sistema de Almacenamiento de Energía y Línea de
Transmisión BESS Tambillo”. Bajo este contexto es que aquellas observaciones fueron compiladas y
enumeradas en el “Considerando N°11.3.6” por parte de Nibaldo Ceballos Carrero de la RCA. A continuación,
serán abordados aspectos que no fueron considerados en las respuestas a las observaciones planteadas, por lo
que para su análisis se solicita tener presente los siguientes datos:



VI.- SOBRE LA FALTA DE CONSIDERACIÓN DEBIDA DE LAS OBSERVACIONES CIUDADANAS

Las observaciones han sido clasificadas por materia abordada a nivel general, con el objetivo de analizar y
argumentar conjuntamente el tratamiento dado en la evaluación ambiental del proyecto “Sistema de
Almacenamiento de Energía y Línea de Transmisión BESS Tambillo” y en su Resolución de Calificación
Ambiental.

A.- OBSERVACIONES RELATIVAS A LA INCOMPLETA E INCORRECTA DESCRIPCION DE GRUPO HUMANO

Los siguientes aspectos no fueron considerados en las respuestas por la empresa, esto con el objetivo de
realizar un adecuado abordaje a las observaciones ciudadanas realizadas.

 La descripción del componente medio humano, en cualquier análisis de posibles impactos
ambientales asociados a cualquier proyecto es esencial para un análisis correcto.

 En este sentido para el caso del proyecto “Sistema de Almacenamiento de Energía y Línea de
Transmisión BESS Tambillo”, el titular de este proyecto BESS El Salado SpA, no considero el caso
de la Familia Ceballos Carrero en el proceso de levantamiento de antecedentes para estos
efectos se denominó como familia Ceballos o Clan Ceballos.

 La incompleta descripción del grupo humano mencionado antes y de sus sectores que son parte
de su funcionamiento ancestral, es definida por el titular circunscribiendo esta definición a las
áreas específicas en donde se desarrollarán las obras asociadasal proyecto sin considerar en ese
análisis el concepto más amplio asociado a la legislación que es el territorio que se asocian a los
grupos humanos presentes en el sector.

 Así las cosas, tanto el grupo humano indígena familiar Ceballos en las instancias correspondientes
solicitaron al titular incorporar en los estudios de descripción de grupos humanos asociados a
aquellos que participaron de manera activa de las instancias de participación ciudadana (PAC),
situación de la queda constancia en las diversas actas de asistencia a las reunionesPAC además de la
presentación formal de observaciones en la plataforma del Servicio de Evaluación Ambiental (SEA).

 CONADI solicita por ORD. N°134, región de Tarapacá, del 5 de mayo de 2025, según Observación
a la DIA, donde observa que el titular identifica GHPPI en el área de influencia del proyecto, pero
su descripción del Medio Humano en Pozo Almonte es generalizada, sin detallar cada grupo ni
especificar distancias exactas de las rutas de trashumancia mencionadas. Además, la cartografía
no representa estas rutas. La DIA omite analizar el flujo de transporte en la Ruta A-65 y su
coexistencia con los usos de los GHPPI. Tampoco evalúa impactos sinérgicos de proyectos
similares en la zona, pese a reconocer su existencia en la metodología.

 CONADI solicita por ORD. N°70, región de Tarapacá, del 10 de marzo de 2025, según Observación
sobre Adenda, donde el punto iii sobre Observacion que realiza la famila Ceballos, debe
conciderar:
Señala que el proyecto debe abordar con mayor profundidad las posibles afectaciones a
componentes ambientales (fauna, flora, suelo, agua) y patrimoniales (rutas de trashumancia,
hallazgos arqueológicos, sitios culturales y espirituales de la Familia Ceballos), considerando
efectos acumulativos con otros proyectos en la zona.
 Caracterización detallada del GHPPI Familia Ceballos, incluyendo sus usos territoriales, rutas

ancestrales y trashumancia (utilizadas todo el año).
 Evaluación específica de impactos por infraestructura (campos electromagnéticos, torres de

alta tensión, almacenamiento de baterías) en áreas culturales y visuales.



 Medidas de mitigación y compensación, como mesas de trabajo participativas, monitoreo
arqueológico colaborativo, y reutilización de residuos en obras de cierre.

 Compensaciones culturales vinculadas al patrimonio material e inmaterial que la Familia
Ceballos protege.

CONADI enfatiza la necesidad de participación activa del GHPPI en todas las fases del proyecto,
garantizando el respeto a sus derechos y territorios ancestrales.

 CONADI solicita por ORD. N°134, región de Tarapacá, del 06 de mayo de 2025, según Observación
sobre Adenda, donde solicitó al titular complementar información clave en el proceso de
participación ciudadana con relacion a la Ruta A-65, destacando:
Se Solicita al titular evaluar el uso de la Ruta A-65 por parte de los GHPPI para descartar
afectaciones a su libre circulación y conectividad. El titular respondió que:

1. Uso de la Ruta A-65 por GHPPI:
 Identificó 9 GHPPI en un radio de 8 km del proyecto, pero solo 5 tienen vinculación con el

área de influencia.
 Ningún GHPPI utiliza la ruta como acceso principal a zonas de actividades tradicionales,

aunque algunos la cruzan en rutas de trashumancia ganadera.
 No analizó el uso agrícola ni otras actividades culturales (como la Fiesta de La Tirana) que

podrían verse afectadas.
2. Impacto del proyecto en la ruta:
 Durante la construcción (12 meses), habrá 7.115 traslados vehiculares, representando solo

0,2% a 3,9% del flujo anual de la ruta (182.500 a 3,65M vehículos/año).
 En operación, se reducirá a 48 vehículos anuales.
 Argumenta que el impacto vial sería insignificante, dado el alto tránsito minero existente.
3. Medidas de migración:
 Implementará un Protocolo de comunicación vial (CAV-03) para coordinar con la

comunidad y suspender actividades durante trashumancia o eventos culturales.
 Sin embargo, no profundizó en cómo evitará afectaciones a otras actividades tradicionales.

 CONADI solicita por ORD. N°134, región de Tarapacá, del 06 de mayo de 2025, según Observación
sobre Adenda, al titular complementar información clave en el proceso de participación
ciudadana, destacando:
 Cartografía y rutas de trashumancia: Se exigió incluir las rutas de la Ruta A-645 y precisar el

uso de la Ruta A-65 por parte de los GHPPI, así como evaluar impactos acumulativos de
proyectos colindantes. El titular respondió que la Ruta A-645 no es usada intensivamente
para trashumancia, enfatizando su uso en el sector entre dicha ruta y Pozo Almonte, y
actualizó la cartografía con las rutas de los GHPPI.

 Monitoreo arqueológico participativo: Ante la solicitud de involucrar a la comunidad en el
monitoreo, el titular rechazó la participación directa por riesgos operativos, pero se
comprometió a informar los resultados mediante reuniones con los grupos afectados,
registrado como un compromiso ambiental voluntario (CAV).

 Falta de información crítica: Persisten vacíos en el análisis de flujos, temporalidad y usos de
las rutas por parte de los GHPPI, así como en la evaluación de impactos acumulativos con
otros proyectos, requeridos para cumplir con el RSEIA.

Conclusión: Si bien el titular abordó parcialmente las observaciones, CONADI considera
insuficiente la respuesta, especialmente en la evaluación de efectos acumulativos y la
transparencia sobre el uso territorial de los GHPPI.



Las medidas propuestas por el Titular del Proyecto son:

Dichas propuestas no son vinculante a los efectos e impacto que el proyecto provoca en el grupo humano
indígena de la Familia Ceballos.

Observaciones de la Familia Ceballos sobre las Medidas del Proyecto

A partir de los antecedentes aportados por CONADI, manifestamos nuestro desacuerdo formal con las
observaciones finales de la autoridad, las cuales subestiman tres aspectos críticos:

1. Insuficiencia de las Medidas Propuestas:
Las medidas de mitigación, compensación y reparación presentadas por el titular no contemplan:
 La protección de elementos culturales materiales e inmateriales (ritos, rutas de

trashumancia, sitios de rogativa y alineaciones solares).
 La trazabilidad integral de nuestras áreas espirituales, afectadas por la sinergia de impactos

acumulados.
2. Alteración del Territorio y Paisaje Cultural:
El proyecto está industrializando el desierto, generando un "paisanaje artificial" que:
 Omite evaluar los efectos de la Línea de Transmisión Eléctrica (LT) en zonas ya saturadas,

donde coexisten nuestras rutas ancestrales y ceremonias sagradas.
 Ignora que el área de influencia debe extenderse más allá del emplazamiento físico del

proyecto, abarcando todo el territorio interconectado.
3. Exclusión en Procesos Clave:
Se nos ha negado participación en etapas críticas como:
 Monitoreo de movimientos de tierra y hallazgos arqueológicos, vulnerando nuestro derecho

a salvaguardar el patrimonio de nuestros antepasados.
 La toma de decisiones sobre nuevos descubrimientos culturales, lo que constituye un

desarraigo de nuestros derechos indígenas.

B.- OBSERVACIONES RELATIVAS A LOS IMPACTOS NO PONDERADOS CORRECTAMENTE SOBRE SECTORES
DE IMPORTANCIA PARA EL GRUPO HUMANO

Los siguientes aspectos no fueron considerados en las respuestas por la empresa, esto con el objetivo de
realizar un adecuado abordaje a las observaciones ciudadanas realizadas.

 El hecho de que el grupo humano indígena Familia Ceballos, haya tenido una deficiente
descripción de sus características culturales, no permitió en su oportunidad ponderar y considerar
en las mitigaciones correspondientes los impactos ambientales que al entender de este grupo
humano si ocurrirán en mérito de las obras asociadas.



 El titular omitió considerar el tejido cultural ancestral, donde nuestras rutas de trashumancia -
íntimamente vinculadas a áreas de ritos ceremoniales, recolección de plantas medicinales y forraje para
el ganado- constituyen un sistema integral de vida y subsistencia.

 En este sentido, uno de los aspectos que no se consideraron en su correcta magnitud y ubicación
corresponde al impacto en sectores de relevancia espiritual del grupo humano, esto último se ve
mayormente subvalorado dado que el análisis realizado por el titular y no se ajusta correctamente al
concepto más amplio que es el territorio, en particulareste último concepto toma más relevancia
dadas las características de trashumancia que este y varios grupos humanos tienen en la región.

 En esta lógica por ejemplo la solicitud de considerar la habilitación de áreas de protección de
lugares culturales de trashumante, lugares de connotación espiritual, donde se encuentra al frente del
lugar donde se construirá el proyecto, al utilizar la Ruta A645 y la Ruta A65, y caminos internos de la LT
(linea de Trasmisión), lugar donde el titular del proyecto idéntica que no existe espacios relevantes en
nuestra trashumancia y nuestra cultural comopueblos indígena.

 El titular del proyecto no pondera la Sinergia de múltiples proyectos que están localizados en el área de
influencia del proyecto, donde la suma de 3eros proyecto de trasmisión eléctrica generan un cambio y
modificación del paisaje con relación a nuestras áreas culturales, las cuales no fueron ponderado. Esta
solicitud fui identificada en la pregunta N°5 y en la pregunta 15, donde solo menciona (7 proyectos AI
del proyecto) pero aqui destallamos la existencia demúltiples proyecto en ell AI del proyecto :
 Parque Solar Qanqiña de RCAN°94/2016;
 Parque Solar El Algarrobo de RCAN°41/2014;
 Parque Solar El Tamarugo de RCAN°40/2014;
 Parque Solar el Chañar de RCAN°39/2014;
 Parque Solar el Pimiento de RCAN°38/2014;
LAT de los siguientes proyectos:
 Línea de Trasmisión y Centras BESS Halcón 20 de RCAN°149/2024
 Fotovoltaico TiranaOeste de RCAN°24240100117/2024;
 Nueva Línea 2x220 kV Laguna Nueva Pozo Almonte Tendido Primer Circuito de RCA

N°20230100145/2023;
 Parque Fotovoltaico Víctor Jara de RCAN°20220100121/2022;
 Planta Fotovoltaica Jardín Solar de RCA N°121/2022 (Conflicto Ambiental Familia Ceballos en

contra de Colbún);
AI Ruta de accesos A65, A5 y A16 conexión de los obras siguientes Proyectos:
 Proyecto Fotovolitico Pampa Solar RCA 49/2015

Proyecto Fotovoltaico Linea de Trasmision y Central BESSHalcón 2 de RCAN°140/2024
 Compañía Minera Doña Inés de Collahuasi SCM de RCA N°129/2024 “Adecuación cronograma

Collahuasi”;
 CompañíaMinera Doña Inés de Collahuasi SCM RCAN°119/2023 “Ajustes Proyecto Collahuasi”;
 Compañía Minera Doña Inés de Collahuasi SCM RCA N°112/2021 Desarrollo de Infraestructura

Mejoramiento de Capacidad Productiva de Collahuasi;
 CompañíaMinera Doña Inés de Collahuasi SCMRCAN°17/2017;
 CompañíaMinera Doña Inés de Collahuasi SCMRCAN°2408/2016, RCAN°106/2014 “Continuidad

Relaves Convencionales, Deposito Pampa Pabellón”;
 Compañía Minera Teck Quebrada Blanca “QB2” de RCA N°74/2018 “Proyecto Minero Quebrada

Blanca Fase 2”;
 Compañía Minera Teck Quebrada Blanca de RCA N°72/2016 Actualización Proyecto Minero

QuebradaBlanca 1”;



 CompañíasMinera Cosayach SCM: Cala Cala;
 CompañíasMinera Cosayach SCM: Soledad;
 CompañíasMinera Cosayach SCMNegreríos RCAN°90/2014Aumento de Produccion de Yodo;
 CompañíaMinera SociedadQuímica yMinera de Chile “SQM”OrcomaRCAN°75/2017;
 Compañía Minera Sociedad Química y Minera de Chile “SQM” RCA N°167/2022 Subestacion

Seccionadora 220/33kvOrcoma
 CompañíaMinera SociedadQuímica yMinera de Chile “SQM” RCAN°112/2021 Tente en el Aire;
 CompañíaMinera SociedadQuímica yMinera de Chile “SQM”NuevaVictoria 139/2023;
 CompañíaMinera ACF BaquedanoRCAN°17/2023 Ampliación Planta deNitrato Laguna.
 CompañíaMinera ACF ELOISA RCAN°112/2011;
 Compañía Minera BHP BILLINTON Cerro Colorado de RCA Nº69/2015 “Continuidad Operacional

Cerro Colorado”,
 Compañía Minera HMC “Haldeman Mining Company S.A.” RCA N°61/2000; RCA N°65/99; RCA

N°101/2000

El Titular del proyecto evalúa únicamente una parte reducida de los efectos e impactos, sin
considerar la acumulación de consecuencias sobre nuestro modo de vida y costumbres como Pueblo
Indígena. Estos impactos no solo se hanmanifestado en el aumento de accidentes viales —tanto de
vehículos menores como mayores—, sino también en la transformación de un entorno natural
desértico a uno industrializado. Dicha alteración ha afectado profundamente nuestra forma de vida,
cultura y tradiciones comoPueblo Indígena.

 El titular del proyecto no pondera los impacto que genera el Electromagnetismo donde las torres
eléctrica y la lineas de transmisión eléctrica, provocan afectaciones a nuestras salud en el corto,
mediano y largo plazo.

 El titular del proyecto no pondera los impacto con relación al ruido “Efectos Corona” el cual se
manifiesta como un zumbido o chisporroteo, estos daños no han sido ponderado por el titular del
proyecto en la etapa de ponderación de las preguntas realizada al titular del proyecto culturales.

 El titular omite evaluar el uso de aguas continentales en todas las fases del proyecto (construcción,
operación y cierre), Observación 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, otras... vulnerando los derechos humanos de la
familia Ceballos al no ponderar los efectos acumulativos donde le traspasa la responsabilizada a un 3ero
sin asumir sus responsabilidad en la Cadena de Suministros, los cuales son significativos, donde estos
afecta directamente al grupo humano indignes. (Se adjuntaDocumento Anexo CONADI.

Omisiones Graves en el Proceso de Participación Ciudadana (PAC)

1. Deficiencias en el Análisis Cultural
El documento de Participación Ciudadana (PAC), consistente en 177 páginas con 69 preguntas, no incorporó una
perspectiva cultural indígena en su evaluación. Se evidencia:

 Falta de comprensión sobre el significado profundo de nuestras prácticas culturales en relación al
proyecto.

 Ausencia de análisis sobre cómo las nuevas instalaciones afectarán los procesos de revitalización y
reivindicación territorial de nuestro pueblo.

2. Antecedentes Gráficos No Considerados
El titular omitió integrar adecuadamente la información cartográfica y visual presentada durante el PAC, la cual
demostraba:



 La superposición espacial entre el proyecto y nuestros sitios de insignificancia cultural.
 Las rutas ancestrales y áreas de importancia ceremonial afectadas por la intervención.
 Las áreas de recorridos no fueron considerados, no realizándose el recorrido por el territorio y

valorizando áreas culturales.

2. Impacto en la Revitalización Cultural
Esta omisión constituye una vulneración al derecho a la consulta indígena, ya que:

 No se evaluó cómo el proyecto alterará nuestros esfuerzos de recuperación cultural.
 Se ignoraron los mapas espirituales que muestran la conexión sagrada con el territorio.



Proyecto no evaluado y ponderando pro el titular del proyecto sobre al Linea de Trasmisión electrifica, donde
estos efectos e impacto aumentar al Electromagnetismo y la suma de 3ero proyecto en etapa de Construcción,
no ponderado y evaluado por el titular del proyecto y las diferentes LTE (linea de transmisor ecléctica), no
ponderado lo cual provoca impactos en el paisaje lugares donde realizamos nuestra trashumancia y donde
nuestra cultura toma materialidad e inmaterialidad al exitir luegares de apachita y apacheta.



Apachita y Apacheta

Área del proyecto, el Titular no considero nuestra área de rogativa y descanso, donde accedemos a las rutas de
arena hoy semi tratadas, caminos usados por nuestros antepasado que conectan nuestro territorio. Ruta A645
y la Ruta A65.

Área donde se realiza rogativa y descanso, localizara el frente del proyecto, el cual provocara afectaciones en
nuestra rogativa.



C.- OBSERVACIONES RELATIVAS A LA PONDERACION DE RECURSOS NATURALES NO PONDERADO POR EL
TITULAR DEL PROYECTO “AGUA INDUSTIRAL Y AGUA POTABLE” Y LOS IMPACTOS EN LA CADENA DE
SUMINISTROS.

VII.- EL DERECHO

Nuestro ordenamiento jurídico nacional establece en el artículo 53 de la Ley 19.880 solicitar la invalidaciónde
aquellos actos administrativos que sean contrarios a derecho. La aprobación del proyecto “Sistema de
Almacenamiento de Energía y Linea de Transmisión BESS Tambillo” (en adelante, el Proyecto) mediante la
Resolución Exenta N°20250100128, cumple precisamente con este requisito, pues existen numerosos vicios en
su evaluación que lo hacen contrario a derecho.

2.1 Ilegalidad en el mecanismo de ingreso del proyecto al Sistema de Evaluación de ImpactoAmbiental

La Resolución Exenta N°20250100128, que califica ambientalmente favorable la DIA del proyecto “Sistema
de Almacenamiento de Energía y Linea de Transmisión BESS Tambillo”, se encuentra viciada en
circunstancias de que un proyecto de estas características debió haber ingresado al Sistema de Evaluación
de Impacto Ambiental mediante un Estudio de Impacto Ambiental (EIA) puesto que no se lograron
descartar debidamente los efectos, características y circunstancias del artículo 11 letra b) (Efectos
adversos significativos sobre la cantidad y calidad de los recursos naturales renovables, incluidos el suelo,
agua y aire); y letra c) (alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de los grupos
humanos).

a. Sobre los mecanismos de ingreso al Sistema de Evaluación Ambiental:

El Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental tiene dos características importantes: a) cumple una función
preventiva del daño y b) está basado en el principio de confianza y buena fe sobre el actuar de los titulares
de proyectos.

En cuanto a lo primero, el principio preventivo es un pilar fundamental de la institucionalidad ambiental. En
el contexto del SEIA, este se desarrolla a fin de poder anticiparse a los impactos de un proyecto, con el fin
de tomar medidas que los eviten o minimicen, de modo que la garantía fundamental de vivir en un medio
ambiente libre de contaminación y la preservación de la naturaleza, consagrada en el artículo 19 N°8 de la
Constitución, no se vea vulnerada.

El SEIA aplica este criterio de prevención en base a la información que entregan los titulares conforme a la
segunda característica indicada. Así, la entrega de información falsa o parcial afecta directamente las
decisiones que el Servicio de Evaluación Ambiental pueda tomar y la posibilidad de que opere
correctamente el principio preventivo al momento de evaluar un proyecto.

En virtud de lo anterior es que la Ley 19.300 de Bases Generales del Medio Ambiente, establece obligaciones
a los titulares de entregar información completa y suficiente sobre sus proyectos. En el caso de las
Declaraciones de Impacto Ambiental, ello se ve reflejado en las normas que la regulan. Mientras el Artículo
2 letra f) de la Ley la define como “el documento descriptivo de una actividad o proyecto que se pretende
realizar, o de las modificaciones que se le introducirán, otorgado bajo juramento por el respectivo titular,
cuyo contenido permite al organismo competente evaluar si su impacto ambiental se ajusta a las normas
ambientales vigentes”, el artículo 12 bis indica los requisitos que deberá cumplir la declaración
estableciendo que:



“Artículo 12 bis. - Las declaraciones de Impacto Ambiental considerarán las siguientes materias:

a) Una descripción del proyecto o actividad;
b) Los antecedentes necesarios que justifiquen la inexistencia de aquellos efectos, características

o circunstancias del artículo 11 que pueden dar origen a la necesidad de efectuar un Estudio de
Impacto Ambiental;

c) La indicación normativa ambiental aplicable, y la forma en la que se cumplirá, y
d) La indicación de los permisos ambientales sectoriales aplicables, y los antecedentes asociados a

los requisitos y exigencias para el respectivo pronunciamiento.”

De lo contrario, el proyecto debe ingresar mediante un Estudio de Impacto Ambiental (EIA),
instrumento que permite una evaluación pormenorizada del proyecto, cuyas exigencias superan los
requisitos exigidos para el caso de una DIA, así lo indica el artículo 12 de la Ley N°19.300:

“Artículo 12.- Los estudios de Impacto Ambiental considerarán las siguientes materias:

a) Una descripción del proyecto o actividad;
b) La descripción de la línea de base, que deberá considerar todos los proyectos que cuenten con

resolución de calificación ambiental, aun cuando no se encuentren operando.
c) Una descripción pormenorizada de aquellos efectos, características o circunstancias del artículo

11 que dan origen a la necesidad de efectuar un Estudio de Impacto Ambiental.
d)Una predicción y evaluación del impacto ambiental del proyecto o actividad, incluidas las

eventuales situaciones de riesgo. Cuando el proyecto deba presentar un Estudio de Impacto
Ambiental por generar alguno de los efectos, características o circunstancias señaladas en la
letra a) del artículo 11, y no existiera Norma Primaria de Calidad o de Emisión en Chile o en los
Estados de referencia que señale el Reglamento, el proponente deberá considerar un capítulo
específico relativo a los potenciales riesgos que el proyecto podría generar en la salud de las
personas.

e) Las medidas que se adoptarán para eliminar o minimizar los efectos adversos del proyecto o
actividad y las acciones de reparación que se realizarán, cuando ello sea procedente;

f) Un plan de seguimiento de las variables ambientales relevantes que dan origen al Estudio de
Impacto Ambiental, y

g) Un plan de cumplimiento de la legislación ambiental aplicable.”

Como se evidencia de la norma citada, el EIA exige una predicción y evaluación de los impactos que el
proyecto o actividad produce y medidas que se adoptarán para eliminar o minimizar los efectos
adversos identificados (medidas de reparación, compensación y reparación que operan sobre el
impacto proyectado).

De esa forma, siempre que no puedan descartarse los efectos, características y circunstancias del
artículo 11 en sus diferentes literales, o bien, derechamente se producirán, el mecanismo de ingreso
debe ser un EIA y no una DIA.

En el presente caso, este deber de entregar toda la información necesaria para realizar una adecuada
evaluación y descartar, efectivamente, los impactos del artículo 11, el que no se cumplió. Al contrario,
existen efectos del artículo 11 que el proyecto “Sistema de Almacenamiento de Energía y Linea de
Transmisión BESS Tambillo”, sí se encuentra en condiciones de producir en caso de ser ejecutado bajo
los lineamientos entregados en la Resolución de Calificación Ambiental respectiva.

Aquella falta de entrega de información por parte del titular, ha significado no sólo una evaluación
ambiental deficiente, sino también que se haya evaluado el proyecto por el mecanismo de ingreso
inadecuado, existiendo razones para que deba ser evaluado mediante Estudio de Impacto Ambiental.



b. No se lograron descartar los efectos, características o circunstancias del artículo 11 letra b) de la
ley Nº19.300

b.1 No se logran descartar los efectos, características o circunstancias sobre el componente biodiversidad

El titular, al momento de presentar su Declaración de impacto ambiental, omitió información relevante
respecto a la componente, grupo humano de la zona donde se pretende emplazar el proyecto en cuestión,
por cuanto no realizó una descripción completa de la situación de los grupos humanos existentes así como
tampoco una inclusión general y transversal de la variable cambio climático en la descripción de los
impactos a evaluar, a fin de descartar los efectos, características y circunstancias del Art. 11 letra b) de la
Ley N°19.300.

i. Importancia de considerar el cambio climático para efectos de descartar los efectos,características y
circunstancias del Art. 11 letra b) de la Ley N° 19.300

Es importante considerar, en primer término, que Chile es un país altamente vulnerable a los efectos del
cambio climático: el bajo nivel de las costas a lo largo de su territorio, el régimen nival y glacial de sus ríos,
los tipos de bosques que posee y reforesta, sus océanos, fuente de la pesca que constituye un recurso clave
para Chile, son características que conciernen los 9 criterios establecidos en el artículo 4° de la Convención
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC)5. Por otro lado, y considerando la
evidencia científica actual, en particular, la influencia humana en el sistema climático es inequívoca y va en
aumento; y sus impactos, además, se observan en todos los continentes y océanos.6

Bajo este contexto, es claro que la evaluación de impacto ambiental, de cualquier proyecto debe considerar
el conocimiento científico disponible y la complejidad del sistema ecológico sobre el cual incide, incluyendo,
de esta manera el cambio climático, las del mismo y las proyecciones de este dentro del territorio donde se
inserta el proyecto en cuestión.

En primer término, los componentes ambientales, a los que se hace referencia en este título y que
configuran objetos de protección del SEIA se desprenden del artículo 11 de la Ley N°19.300, así como
también del Reglamento del SEIA. Es evidente que muchos de estos componentes ambientales se están
viendo afectados por el cambio climático, y en este sentido, el rol del SEA ha de ser considerar el estado y
las tendencias de estos, en específico su propensión a riesgos climáticos, de manera de tomar esta
información como antecedente para una adecuada predicción y evaluación de impactos a causa de
proyectos o actividades, en virtud además del principio preventivo y precautorio, transversales a todo el
procedimiento de evaluación ambiental.

En segundo término, para efectos de la presentación de una DIA, el especial énfasis que se debe poner
respecto de aquellos componentes ambientales que, debido a esta interacción adversa con los efectos del
cambio climático, pudiesen generar los efectos, características o circunstancias del artículo 11 de la Ley
N°19.300, ya que tal como estipula la letra b) del artículo 19 del Reglamento del SEIA, en estas se deben
presentar los “antecedentes necesarios que justifiquen la inexistencia de aquellos efectos, características o
circunstancias” a fin de descartar el ingreso al sistema de evaluación ambiental mediante un EIA.7

Esta interacción adversa del cambio climático sobre el componente ambiental, debió ser definida por el
titular en el área de influencia del componente respectivo, específicamente respecto a lo entendido como
atributos, en relación a la definición de área de influencia del Art. 2 letra a) del RSEIA, puesto que estos
permiten describir el funcionamiento de los objetos de protección, para lo cual se pueden emplear las
cualidades o propiedades de un determinado componente o elemento del medio ambiente.



Es así como el titular, en el marco del proceso de evaluación ambiental, no pudo descartar los efectos,
características o circunstancias del Art. 11 letra b) de la Ley N°19.300, pues al dejar de lado la consideración
de los efectos adversos del cambio climático.

1. Omisiones en la Evaluación de Impactos Ambientales y Sinérgicos
El proyecto descrito por el titular contempla actividades de alto impacto, incluyendo:

 Movimiento y extracción masiva de tierras
 Acondicionamiento de suelos
 Construcción de sistemas de drenaje y manejo hídrico

Estas intervenciones, potenciadas por los efectos del cambio climático (sequías prolongadas alternadas
con eventos extremos de precipitación), generan:

 Incremento en procesos erosivos
 Pérdida irreversible de suelos
 Destrucción de hábitats críticos
 Mayor vulnerabilidad a inundaciones y aluviones

2. Deficiencias en la Gestion Hidrica
El titular no ha considerado adecuadamente:

 Los impactos acumulativos en la disponibilidad hídrica
 Situación Acuífero, extracción 4.000 l/s recarga menor a 1.000 l/s “litros por segundo”.

 Los efectos sinérgicos con otros proyectos en la cuenca hidrica de la Pampa de Tamarugal, al
adquirir agua por 3eros (agua potable y agua industrial), afectado forma de vida y costumbres
ya impactado a la familia Ceballos.

 La falta de compromisos ambientales verificables sobre:
 Uso sostenible de recursos renovables
 Protección de fuentes hídricas vitales

3. Falta de Debida Diligencia
El proyecto adolece de:

 Análisis insuficiente de la cadena de suministro
 Ausencia de compromisos financieros vinculantes
 Omisión de estándares internacionales de protección

C. No se pudo descartar que no se generan los efectos, características o circunstancias del art.11de la
Ley N°19.300 letra c)

i. El área de influencia para el componente humano es insuficiente

La legislación ambiental aspira a que los proyectos ingresados mediante Declaración de Impacto Ambiental
den cuenta de una detallada área de influencia, sobre cada componente del medio ambiente y, dentro de
estos, considerando distintas variables, con el fin de que efectivamente se caracterice adecuadamente el
territorio. En el caso del componente medio humano, el RSEIA en su artículo 7, enumera una serie de

atributos que deben ser incluidos que, básicamente, exigen comprender detalladamente las dinámicas
territoriales y culturales de una comunidad.

La determinación anterior en las Declaraciones de Impacto Ambiental cobra aún mayor relevancia dado
que, en virtud de ella, es que el titular justifica que no se producirán los efectos, características y
circunstancias del artículo 11 de la ley Nº19.300. Señala el artículo 12 bis de la ley Nº19.300:

“Las Declaraciones de Impacto Ambiental considerarán las siguientes materias:



a) Una descripción del proyecto o actividad;
b) Los antecedentes necesarios que justifiquen la inexistencia de aquellos efectos, características

o circunstancias del artículo 11 que pueden dar origen a la necesidad de efectuar un Estudio de
Impacto Ambiental;

c) La indicación normativa ambiental aplicable, y la forma en la que se cumplirá, y
d) La indicación de los permisos ambientales sectoriales aplicables, y los antecedentes asociados a

los requisitos y exigencias para el respectivo pronunciamiento.

Luego, el Decreto Supremo Nº40/2013 desarrolla en su artículo 19 indica que las DIA deberán contener -al
menos-:

b) Los antecedentes necesarios que justifiquen la inexistencia de aquellos efectos, características o
circunstancias del artículo 11 de la Ley que pueden dar origen a la necesidad de efectuar un Estudio de
Impacto Ambiental. Serán parte de estos antecedentes: - La determinación y justificación del área de
influencia del proyecto o actividad, incluyendo una descripción general de la misma, conforme a lo
señaladoen el artículo 18 letra d) de este Reglamento.”

c) Por su parte, el artículo 18 del Decreto Supremo Nº40/2013 reconoce que en la determinación del área
de influencia deben reconocerse tanto vínculos materiales como inmateriales, para el caso de grupos
humanos pertenecientes a pueblos indígenas:

d) La línea de base, que deberá describir detalladamente el área de influencia del proyecto o actividad, a
objeto de evaluar posteriormente los impactos que pudieren generarse o presentarse sobre los elementos
del medio ambiente.

e) el área de influencia del proyecto o actividad y que dan origen a la necesidad de presentar un Estudio de
Impacto Ambiental, en consideración a los efectos, características o circunstancias a que se refiere el
artículo 11 de la Ley.

Asimismo, se deberán considerar los atributos relevantes de la misma, su situación actual y, si es
procedente, su posible evolución sin considerar la ejecución o modificación del proyecto o actividad. Esta
descripción incluirá, cuando corresponda, los siguientes contenidos:”

Dentro de aquellos contenidos, se menciona en la letra e.10:

“[…] e.10 El medio humano, que incluirá información y análisis de las siguientes dimensiones:

- Dimensión geográfica: distribución de los grupos humanos en el territorio y la estructura
espacial de sus relaciones, considerando la densidad y distribución espacial de la
población; el tamaño de los predios y tenencia de la tierra; y los flujos de comunicación y
transporte;

- Dimensión demográfica: la estructura de la población local por edades, sexo, rama de
actividad, categoría ocupacional y estatus migratorio, considerando la estructura urbano
rural; la estructura según rama de actividad económica y categoría ocupacional; la
población económicamente activa; la escolaridad y nivel de instrucción; y las migraciones;

- Dimensión antropológica: características étnicas de la población y las manifestaciones de
la cultura, tales como ceremonias religiosas, peregrinaciones, procesiones, celebraciones,
festivales, torneos, ferias y mercados;

- Dimensión socioeconómica: empleo y desempleo y la presencia de actividades productivas
dependientes de la extracción y/o uso de recursos naturales por parte de los grupos



humanos presentes, en forma individual o asociativa; y
- Dimensión de bienestar social básico: acceso de los grupos humanos a bienes,

equipamiento y servicios, tales como vivienda, transporte, energía, salud, educación,
servicios sanitarios y de recreación.

Para los grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas se describirán con particular énfasis los
siguientes elementos:

- Uso y valorización de los recursos naturales;
- Prácticas culturales;
- Estructura organizacional;
- Apropiación del medio ambiente (uso medicinal, preparación de alimentos, entre otros);
- Patrimonio cultural indígena, incluyendo los lugares o sitios en que se lleven a cabo

manifestaciones propias de su cultura o folklore; Identidad grupal a través de los
elementos culturales;

- Sistema de valores;
- Ritos comunitarios (significancia social del rito); y
- Símbolos de pertenencia grupal”

Según se desprende del mismo artículo, el propósito de aclarar aquel “espacio geográfico, junto con sus
atributos, elementos naturales o socioculturales” es determinar si el proyecto o actividad genera o presenta
alguno de los efectos, características o circunstancias del artículo 11 de la Ley, o bien para justificar la
inexistencia de dichos efectos, características o circunstancias15. En ese sentido, la determinación del área
de influencia se encuentra relacionada con la predicción de impactos que el titular debe realizar, en este
caso, con la producción de efectos, características y circunstancias del artículo 11 letra c) de la ley Nº 19.300
y los objetos de protección que se encuentran tras ellos, la base sobre la cual se evaluará el proyecto.

Una adecuada área de influencia no es una imagen estática del espacio geográfico del emplazamiento del
proyecto mismo y la instalación y ejecución de sus obras, sino que especialmente en el caso del objeto de
protección SVCGH, da cuenta de identidades grupales, fenómenos de arraigo, relaciones y usos del
territorio, sistema de valores, prácticas, sentido de pertenencia, entre otros. En el caso de pueblos
indígenas, es fundamental, que este pueda dar cuenta, tanto de las relaciones materiales como espirituales
con el territorio.

Con todo esto, el titular contraviene el artículo 12 bis, en primer lugar, porque a lo largo de la evaluación
ambiental del proyecto no se logran descartar los efectos que este producirá sobre el medio humano, en
particular, en relación al literal c) del artículo 11 de la ley Nº19.300, el reasentamiento de comunidades
humanas, o alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos. Lo anterior,
en base a que el titular no definió de forma correcta el área de influencia respecto a medio humano al no
considerar la globalidad de comunidades o grupos familiares vinculados al proyecto, en específico respecto
de las personas pertenecientes al pueblo Quechua que han utilizado de forma ancestral.

Dicha afirmación es sustentada en un levantamiento del área de influencia para medio humano de forma
deficiente, desde que sólo se analizaron grupos humanos indígenas de manera superficial con entrevistas
en la ciudad de Iquique, sin considerar visitas a terreno que hubieran permitido visualizar mejor el
proyecto en cuestión y en consecuencia no ha realizado un examen exhaustivo del medio humano en
relación a este proyecto, sino que ha utilizado la misma información recopilada para el medio humano del
proyecto anterior y solo algo superficial para este nuevo proceso.

Esto significa que el titular no ha realizado un análisis detallado de las comunidades que podrían verse
afectadas por este proyecto específico, lo que lo convierte en un enfoque incompleto e ilegal.



Es importante destacar que el medio humano constituye uno de los elementos a considerar para descartar
que se produzcan los efectos, circunstancias y características del artículo 11 en cuanto al reasentamiento
de comunidades humanas, la alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de las personas.

Como se ha dicho en esta presentación, el levantamiento del área de influencia de medio humano se ha
realizado de forma deficiente, no considerando todas las comunidades susceptibles de ser afectadas y con
un análisis superficial de la afectación a los GHPPI.

De esta forma existe una importante falta de información que impide descartar los ECC del artículo 11 letra
c) siendo consecuente la calificación ambiental desfavorable de este proyecto.

Como es de apreciar, el caso de marras se ajusta plenamente a los considerandos señalados, deviniendo
en un proyecto que no cuenta con todos los antecedentes para descartar los efectos significativos sobre
los sistemas de vida y costumbres de los pueblos indígenas presentes en el lugar.

3.2 Ilegalidad por vulneración a los estándares de la consulta indígena

La Resolución N°20250100128, de 03 de junio de 2025 se encuentra viciada ya que, de acuerdo ordenan
los estándares internacionales, una actividad de aquellas características debió haber sido objeto de un
procedimiento de consulta indígena.

a. La Consulta Indígena regulada en el Convenio Nº169 de la OIT y el Decreto Supremo Nº66 del Ministerio
de Desarrollo Social

La consulta a los pueblos indígenas es un mecanismo de participación basado en el diálogo entre el Estado
y los pueblos indígenas que, a su vez, pone por delante el reconocimiento de la diversidad cultural. Ante
todo, es un derecho de los pueblos indígenas y un deber del Estado que proviene del Convenio 169 y que
procede cada vez que se adopten medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarlos
directamente. Según la propia OIT, el deber de consulta previa es la piedra angular del Convenio 169, deber
que irradia todas sus normas y que supone una forma específica por la que el Estado se debe relacionar con
los pueblos indígenas.

El deber de los Estados a consultar a los pueblos indígenas interesados es una manifestación del derecho a
la participación política y a la identidad cultural de los pueblos indígenas:

“Todo lo anterior, la Consulta, el derecho a la participación política, se relaciona directamente con el
derecho a la identidad cultural de los pueblos indígenas, en la medida en que la cultura y las formas de vida
de los pueblos indígenas pueden resultar afectadas por las decisiones que se someten a consulta. Porque,
tanto el Convenio 169 como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Pueblos Indígenas establecen
que es deber del Estado respetar, proteger y promover las tradiciones y costumbres de los pueblos
indígenas y tribales, por ser éstas un componente intrínseco de la identidad cultural de las personas que
conforman tales pueblos. De esta obligación estatal surge la necesidad de adoptar medidas especiales para
proteger este derecho a la identidad cultural, basado en una forma de vida intrínsecamente ligada al
territorio”.

Normativamente, el deber del Estado de aplicar el mecanismo de la Consulta Indígena emana del artículo
primero de la Constitución Política, el cual asegura en su inciso segundo: “El Estado está al servicio de la
persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las
condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su



mayor realización

“Quinto: Que conviene dejar consignado que el Convenio N° 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales
establece para aquellos grupos con especificidad cultural propia, un mecanismo de participación que les
asegura el ejercicio del derecho esencial que la Constitución Política consagra en su artículo primero a todos
los integrantes de la comunidad nacional, cual es el de intervenir con igualdad de condiciones en su mayor
realización espiritual y material posible. De ello se sigue que cualquier proceso que pueda afectar alguna
realidad de los pueblos originarios, supone que sea llevado a cabo desde esa particularidad y en dirección a
ella. Ha de ser así por cuanto las medidas que se adopten deben orientarse a salvaguardar las personas, las
instituciones, los bienes, el trabajo, la cultura y el medio ambiente de los pueblos interesados.”23

Mismo criterio se reproduce en la causa Rol Nº 258/2011 del máximo tribunal:

“Asimismo, el deber del Estado de realizar consultas previas está consagrado en el artículo 6, 7 y 15 del
Convenio 169 y a nivel interno, el reconocimiento del Convenio se encuentra a nivel constitucional en el
artículo 5 inciso segundo de la CPR que obliga al Estado al respeto de los derechos esenciales que emanan
de los tratados internacionales ratificados por Chile. A nivel reglamentario radica en el Decreto Supremo Nº
66/2013 del Ministerio de Desarrollo Social que regula el procedimiento de consulta indígena. Amabas
normas son complementadas por una serie de instrumentos internacionales que establecen la correcta
interpretación y aplicación de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Al respecto, el artículo 6° del
Convenio Nº169 mandata que:

“Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: (a) Consultar a los pueblos
interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones
representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de
afectarles directamente. 2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán
efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un
acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.”

En la misma línea, el artículo séptimo del Convenio señala:

“Artículo 7 1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en
lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias,
instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de
controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos
pueblos deberán participaren la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de
desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente”.

El año 2000, el Tribunal Constitucional (TC) durante la tramitación legislativa del Convenio 169, debió
pronunciarse sobre su constitucionalidad a solicitud de un grupo de parlamentarios. En esa oportunidad, el
TC declaró que la vigencia del Convenio 169 era plenamente compatible con la CPR y específicamente
respecto al derecho a la consulta indígena determinó que:

“Esta norma, a juicio del Tribunal, tiene el carácter de autoejecutable o de aplicación directa, tanto por los
términos perentorios en que se encuentra redactada como, porque, como bien lo afirma el Presidente de
la República en su contestación, el artículo 22 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso



Nacional regula “La facultad de las comisiones [se refiere a las comisiones legislativas – para solicitar
informes u oír a las personas o instituciones que estimen convenientes en el procedimiento legislativo] es
un procedimiento apropiado”25.

Así, el año 2000 se declara directamente aplicable el Convenio Nº169 y sus normas autoejecutables.26

En nuestro ordenamiento interno, sin perjuicio de que el Tribunal Constitucional ha declarado,
específicamente sobre la norma de la Consulta establecida en el artículo 6°, N° 1, letra a) del Convenio 169,
su carácter de “autoejecutable o de aplicación directa”, se ha reconocido expresamente el deber de
consulta indígena en el Decreto Supremo N° 66, del Ministerio de Desarrollo Social, del año 2014 (DS 66).
En particular, este decreto dispone en su artículo 2° que:

“La consulta es un deber de los órganos de la Administración del Estado y un derecho de los pueblos
indígenas susceptibles de ser afectados directamente por la adopción de medidas legislativas o
administrativas, que se materializa a través de un procedimiento apropiado y de buena fe, con la
finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas susceptibles de
afectarlos directamente y que debe realizarse de conformidad con los principios recogidos en el Título
II del presentereglamento.”

i. Que exista una medida administrativa o legislativa

Señala el Decreto Supremo Nº66 del Ministerio de Desarrollo Social en su artículo 7º:

“[…] Son medidas administrativas susceptibles de afectar directamente a los pueblos indígenas aquellos
actos formales dictados por los órganos que formen parte de la Administración del Estado y que
contienenuna declaración de voluntad, cuya propia naturaleza no reglada permita a dichos órganos el
ejercicio de un margen de discrecionalidad que los habilite para llegar a acuerdos u obtener el
consentimiento de los pueblos indígenas en su adopción, y cuando tales medidas sean causa directa de
un impacto significativo yespecífico sobre los pueblos indígenas en su calidad de tales, afectando el
ejercicio de sus tradiciones y costumbres ancestrales, prácticas religiosas, culturales o espirituales, o la
relación con sus tierras indígenas”.

En la especie, nos encontramos con una medida en el marco de un procedimiento administrativo, como lo
es la evaluación de impacto ambiental. En particular, la Resolución Exenta Nº N°20250100128, de 03 de
junio de 2025, que califica ambientalmente favorable el proyecto “Sistema de Almacenamiento de
Energía y Linea de Transmisión BESS Tambillo”, cuya susceptibilidad de afectar directamente a pueblos
indígenas viene dado por la información declarada por el propio titular en la DIA y los diversos
antecedentes que se fueron informando a lo largo del mismo procesode evaluación ambiental.

ii. Que dicha medida sea susceptible de afectar directamente a los pueblos indígenas

Sobre el segundo requisito, es el mismo artículo 7 antes citado el que entrega indicios sobre qué debemos
entender por medida susceptible de afectar directamente a los pueblos indígenas, lo serán “cuando tales
medidas sean causa directa de un impacto significativo y específico sobre los pueblos indígenas en su calidad
de tales, afectando el ejercicio de sus tradiciones y costumbres ancestrales, prácticas religiosas, culturales
o espirituales, o la relación con sus tierras indígenas”.

Asimismo, el Convenio Nº 169 no exige una afectación directa sino que una susceptibilidad de afectación.



Es decir, que exista una probabilidad de afectación; en contraposición a las exigencias impuestas por el
titular y el SEA en el caso. Dicha flexibilidad del Convenio tiene como antecedente directo en la protección
de los derechos de los pueblos originarios. Debiéndose, ante la duda de afectación, gatillarse de todos
modos un proceso de consulta. En ese sentido se ha señalado: “En efecto, la discusión en Chile parece haber
obviado, en especial a propósito de la procedencia de un Estudio de Impacto Ambiental (EIA) en lugar de
una Declaración de Impacto Ambiental (DIA), según se den o no los criterios de afectación del artículo 11
de la Ley N° 19.300 para hacer aplicable la consulta previa en el marco de la participación ciudadana del EIA,
que el artículo 6 del Convenio 169 no se refiere solo a la afectación directa, sino que a la susceptibilidad de
ella. Dicho término se refiere a la "cualidad de susceptible" de una persona o cosa, la que a su vez significa
en su primera acepción del DRAE "capaz de recibir modificación o impresión", cuestión que entendemos en
el sentido que son pueblos interesados aquellos capaces de ser afectados directamente por una medida
que se prevea dictar, no aquellos que necesariamente vayan a ser afectados. Ello sería consecuente con: i)
la especial protección que se pretende dar a los pueblos indígenas y a la diversidad cultural; ii) el plano de
cierta postergación que han sufrido los pueblos indígenas, cuestión que dificultaría que acrediten en sede
judicial o administrativa cómo les afecta una determinada medida; iii) que no siempre los pueblos indígenas
conocerán con certeza todos los alcances y efectos de una medida que pueda afectarles, de modo que
justamente se hace necesario realizar la consulta previa y desplegar los esfuerzos para la acabada
comprensión del punto, tanto desde la perspectiva del Estado como de los propios pueblos indígenas; y iv)
el texto del Convenio 169 y lo sostenido por el Relator en cuanto a que se trate de medidas que puedan
afectar a los pueblos indígenas. Así las cosas, ante la duda acerca de si procede o no realizar la consulta
previa, deberá tenerse presente que si la medida es susceptible de afectar a los pueblos indígenas, deberá
gatillarse tal procedimiento”.

En el caso particular descrito, parte del proyecto se emplaza en territorio de ocupación ancestral de los
Grupos Humanos indígenas señalados en la DIA por el titular. En efecto, se identifican usos ancestrales como
sitios de asentamiento o rutas de pastoreo. Asimismo existen sitios de significación cultural de importancia
para las comunidades que habitan en el lugar, tales como apachistas y apachitas, áreas de realización de la
pawua y sectores en contacto con recursos naturales Sagrada Cuenca Hidria de la Pampa del Tamarugal,
lugares que se conectan a los Salares, y nuestros recorrido por áreas económicas, productivas y de
recolección de plantas medicinales y rogativas en las mesas, donde los pueblos indígenas realizan sus
prerrogativas en virtud de la propia cosmovisión.

Pese a su procedencia de acuerdo a los requisitos recién enunciados, el procedimiento adecuado, de
conformidad a los estándares internacionales, para determinar la afectación de los pueblos originarios en
el área del proyectono se realizó (Consulta Indígena). Bajo ese supuesto, además de vulnerarse los derechos
de los pueblos indígenas y el deber del Estado en la materia, comprometido internacionalmente, es
imposible que el titular haya podido descartar los impactos de su proyecto en los sistemas de vida y
costumbres de los Grupos Humanos Indígenas, incluido el grupo familiar que me toca representar.

En efecto la jurisprudencia ha relevado la importancia de la Consulta y la procedencia de esta ante una
susceptibilidad de afectación que está justamente dada por la realización de las reuniones con los GHPPI:

“Que, de lo hasta ahora expuesto, fluye que la participación de los pueblos afectados por un proyecto
en el PCI, les permite ser parte de un intercambio de información relevante acerca de las obras a
realizar y la forma en que ellas influirán en sus sistemas de vida, la exposición de los puntos de vista
de cada uno de los potenciales afectados de manera de determinar la forma específica en que el
proyecto les perturba, el ofrecimiento de medidas de mitigación, compensación y/o reparación por
parte del titular del proyecto, las que el Servicio de Evaluación Ambiental debe examinar en su
mérito y, finalmente, la formalización de acuerdos en un plano de igualdad.(. ) En tanto de los



antecedentes del proyecto aparezca la existencia de una susceptibilidad de afectación directa a
pueblos indígenas, necesariamente debe seguirse un PCI, toda vez que éste es el estándar empleado
para determinar su obligatoriedad31.”

b. Deficiencias en la realización de RGHPPI (Art.86)

Incluso aunque se considerara una interpretación restrictiva de la aplicación de la consulta indígena, esta
es, la consagrada en el Reglamento del SEIA, el SEA debió haber realizado reuniones con grupos humanos
pertenecientes a pueblos indígenas (RGHPPI) adecuados a los estándares de participación y consulta
mínima.

No obstante que el Convenio Nº 169, no hace una distinción entre las medidas administrativas susceptibles
de afectar a los pueblos indígenas, a nivel reglamentario la normativa interna distinguió entre aquellos
proyectos que ingresanmediante un EIA, en los cuales procede la consulta indígena (y sólo en aquellos casos
en que se produzcan determinados efectos); y aquellos proyectos ingresados mediante una DIA, para los
cuales se establece la institución de la Reunión con grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas
(RGHPPI).

Sin perjuicio de lo anterior, la figura de la Reunión con grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas
(RGHPPI) fue regulada como una institución autónoma y coherente con los pilares fundamentales del SEIA
y, por supuesto, con las obligaciones adoptadas por el Estado de Chile bajo en Convenio Nº169 de la OIT.

De esa forma, como toda institución de participación regulada en el SEIA, esta debe cumplir con estándares
mínimos de garantía de derechos, adecuados a la realidad territorial y cultural de los involucrados. En esa
línea, el artículo 86 del RSEIA que la regula señala:

“Cuando el proyecto o actividad sometido a evaluación mediante una Declaración de Impacto
Ambiental,se emplace en tierras indígenas, áreas de desarrollo indígena o en las cercanías a grupos
humanos pertenecientes a pueblos indígenas, el Director Regional o el Director Ejecutivo del Servicio
realizará reuniones con aquellos grupos humanos localizados en el área en que se desarrollará el
proyecto o actividad, por un período no superior a veinte días, con el objeto de recoger sus
opiniones, analizarlas y,si corresponde, determinar la procedencia de la aplicación del artículo 48 del
presente Reglamento. El Servicio generará un acta de cada una de las reuniones en donde se
recogerán las opiniones de los referidos grupos”.

De acuerdo a la norma, la realización de reuniones con grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas
tiene como fin recoger sus opiniones, analizarlas y, si corresponde, determinar la procedencia del término
anticipado del procedimiento. Este análisis no se realiza de cualquier manera, sino que tiene exigencias y
principios como todo mecanismo de consulta.

De esa forma, al igual que la realización de la Consulta Indígena, las RGHPPI son una manifestación del
derecho de los pueblos indígenas a la autodeterminación y de participación en la formulación, aplicación y
evaluación de medidas y proyectos susceptibles de afectarles directamente, en los términos del artículo 6 y
7 del Convenio Nº 169, conforme a sus propios procedimientos y de acuerdo a su cosmovisión.

En adición, el artículo primero de la Constitución Política establece el deber de todos los órganos
administrativos del Estado de promover el bien común y de contribuir a las condiciones sociales que
permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual



y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece. En virtud
de las normas anteriores, independiente del mecanismo que se utilice o del procedimiento en el cual se
encuentre, toda medida debe ser realizada con el fin de asegurar en condiciones de igualdad la mayor
realización material y espiritual de quienes se ven involucrados.

El deber de consultar a los pueblos indígenas que se vean afectados por alguna medida no solo se establece
en el Convenio Nº 169, sino también en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los
Pueblos Indígenas. De ambas, se desprende que el objetivo de la consulta indígena es obtener el
consentimiento libre e informado. En ese sentido los artículos 18 y 19 de la Declaración consagran:

Artículo 18.- “Los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la adopción de decisiones en las
cuestiones que afecten a sus derechos, por conducto de representantes elegidos por ellos de conformidad
con sus propios procedimientos, así como amantener y desarrollar sus propias instituciones de adopción
de decisiones”.

Artículo 19.- “Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas
interesados pormedio de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas
o administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e informado.”

Las normas anteriores hablan sobre la idoneidad del mecanismo (mecanismos que puede ser la consulta
indígena del Convenio 169, o bien, aquel establecido por el Estado) evidenciando que no cualquier consulta
o reunión puede interpretarse como un acto que cumpla con los estándares del deber de los Estados de
consultar a los pueblos interesados, sino que dichas instancias deben obedecer a los estándares
internacionales descritos anteriormente.

“Artículo 2º.- Consulta. La consulta es un deber de los órganos de la Administración del Estado y un derecho
de los pueblos indígenas susceptibles de ser afectados directamente por la adopción de medidas legislativas
o administrativas, que se materializa a través de un procedimiento apropiado y de buena fe, con la finalidad
de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas susceptibles de afectarlos
directamente y que debe realizarse de conformidad con los principios recogidos en el Título II del presente
reglamento.”

En este orden de ideas, tanto la Consulta Indígena como las Reuniones con Grupos Humanos con
pertenecientes a Pueblos Originarios, son instrumentos consultivos que existen para dar concreción al
deber de consulta consagrado en el Convenio Nº 169 de la OIT en el SEIA y la Declaración de las Naciones
Unidades, tal como lo señala expresamente el Reglamento34.

Con todo, el Convenio 169 de la OIT es reconocido como un instrumento de Derechos Humanos, por lo que
goza de superioridad jerárquica frente a la Ley. Esto se traduce en que para examinar de forma adecuada si
la aplicación que de estas instituciones hace la autoridad administrativa, no solo debe cumplir con la Ley,
sino también con los estándares del Convenio que en virtud del artículo 5º de la Constitución Política rige
en nuestro ordenamiento jurídico a lo menos a nivel de Ley.

En este sentido, el titular no hace un mayor y mejor análisis del medio humano en relación al proyecto
“Sistema de Almacenamiento de Energía y Linea de Transmisión BESS Tambillo”, sino que utiliza la misma
información levantada para el medio humano del EIA al que se vincula este proyecto.

En este sentido es ilustrativa el pronunciamiento de la Corte Suprema del rol que tienen las reuniones del



artículo 86 en el contexto de una DIA:

“Las reuniones deben realizarse con el objetivo específico de protección de los pueblos originarios que
pudieren verse afectados por la ejecución del proyecto a evaluar. Es así como los pueblos originarios
que pudieran ser afectados por un proyecto, a través de este mecanismo. entregan información
relevante acerca de aprehensiones y cuestionamientos que les surjan vinculados a la realización de las
obras y la formaen que ellas influirán en sus sistemas de vida, la exposición que permite determinar la
forma específica en que el proyecto les perturba, cuestión relevante si se considera que, en el caso de la
Declaración de Impacto Ambiental, no existe la obligatoriedad de una consulta indígena, en la medida
que el titular del proyecto demuestre de forma exhaustiva que no se dan los efectos del artículo 11
letras c) y d) de la Ley N° 19.300.”

Adicionalmente, con los antecedentes existentes y a la luz de la normativa en la materia vigente, existen
razones suficientes para considerar que nos encontramos, al menos, en la tercera hipótesis del inciso
segundo del artículo 86 RSEIA que hacen procedente las RGHPPI, esto es, emplazamiento cercano a grupos
humanos pertenecientes a pueblos indígenas.

Es de esta manera es como, como existe una vulneración a lo establecido por la Ley N°19.300 y el Art. 86
del RSEIA, respecto a la realización de las reuniones sobre grupos humanos y pueblos indígenas (RGHPPI),
en primer término, por no considerar a la totalidad de comunidades susceptibles de ser afectadas por el
proyecto, o de incluirlas no se ha hecho de manera correcta y amplia y en consecuencia no cumple con un
estándar necesario, a fin de asegurar la manifestación del derecho a la participación ciudadana y también,
con la entrega de información fundamental para el procedimiento de evaluación. Todo, en miras, además,
a asegurar los derechos propios de los pueblos indígenas, reconocidos en nuestra normativa vigente, que
incluye los tratados internacionales ratificados por nuestro país, en virtud del artículo 5 de la Constitución
política de la república.

POR TANTO, y en virtud de lo expuesto y de lo dispuesto en los artículos 20 y 29 de la Ley Nº 19.300, y
demás normativa pertinente;

SOLICITO A UD., tener por deducida Reclamación en contra de la Resolución Exenta N°20250100128, de
03 de junio de 2025, dictada por la Comisión de Evaluación Ambiental – Región Tarapacá y que califica
favorablemente proyecto “Sistema de Almacenamiento de Energía y Linea de Transmisión BESS Tambillo”,
Solicitamosa laDireccionEjeuctiva:

A) SOLICITUD DE ACOGIMIENTO DE LA RECLAMACIÓN

Con el mérito de lo expuesto, se solicita a esta Autoridad:
1. Aceptar a trámite la presente reclamación y, en definitiva, acogerla en todas sus partes, declarando la
ineficacia de la Resolución de Calificación Ambiental (RCA) impugnada, por las siguientes causales:
 Incumplimiento de la legislación ambiental vigente (Ley N° 19.300 y normas complementarias).
 Omisión injustificada de las observaciones sustanciales planteadas durante el procedimiento de

evaluación.

2. Dejar sin efecto la RCA impugnada, por no acreditar la inexistencia de efectos adversos,
características o circunstancias contempladas en el artículo 11 de la Ley N° 19.300, específicamente en
lo relativo a:
 Impactos sinérgicos y acumulativos no evaluados.
 Vulneración de derechos indígenas (Convenio 169 OIT).
 Riesgos ambientales no mitigados.



3. Emitir una nueva resolución que:
 Rechace el proyecto “Sistema de Almacenamiento de Energía y Línea de Transmisión BESS

Tambillo”, por insuficiencia técnica y jurídica en su Declaración de Impacto Ambiental (DIA).
 Establezca los fundamentos legales y técnicos que sustenten la decisión, en atención al principio

precautorio y al interés público.

Fundamento Legal:
 Artículo 11 de la Ley N° 19.300 (prohibición de efectos adversos significativos).
 Artículos 17 y 18 del Reglamento del SEIA (evaluación de observaciones).
 Jurisprudencia ambiental relevante sobre estándares de protección.

B) DE NO SER IMPUGNADA LA PRESENTE RESOLUCIÓN, SOLICITAMOS:

 Revisión integral de las medidas, incorporando:
 Un plan de protección cultural co-diseñado con la Familia Ceballos
 Evaluación de impacto sinérgico de la LT y proyectos colindantes.

 Participación efectiva en todas las fases (incluido monitoreo arqueológico), con protocolos
vinculantes con la familia Ceballos.

 Compensaciones culturales que restauren las alteraciones al patrimonio inmaterial de la Familia
Ceballos

 Mesa de Trabajo y vinculación para el desarrollo integral de la Familia Ceballos
Establecimiento de estrategias en corto, mediano y largo plazo, abarcando todas las fases del proyecto
(pre-construcción, construcción, operación, cierre y post-cierre), en respuesta a los efectos e impactos
no evaluados por el titular del proyecto.

EN EL PRIMEROTROSÍ: SolicitamosaUsted, se sirva todas las resolucioneso actasadministrativas quesedictenenel
presenteprocedimientoadministrativopormediode los siguientes correos electrónicos:
comunidadindigenapatrimonial@gmail.com - nibaldoceballoscarrero@gmail.com Asimismo, y para efectos del
articulo 46 de la LBPA, venimos en fijar como domicilio el siguiente: San Donato 3220, La Tortura, Alto Hospicio,
Región de Tarapacá.

EN EL SEGUNDOOTROSÍ: Solicitamos a Usted, considere los siguiente antecedentes Anexos:

 Certificado Indígena Nibaldo Ceballos Carrero
 Certificado Comunidad Espiritual Andina deWiracocha al Yatiri Nibaldo Ceballos Carrero
 Informe Consolidado Bess Tambillo (Peguntas Familia Ceballos y Respuesta Titular)
 Carta Presidencia República (Daños generado por proyecto minero y de ERNC “productivo, económico,

culturales y patrimoniales”)
 Carta CONADI (daños ambientales)
 Carta Ministro de Agricultura (impacto problema de agua y tierra)
 Carta INDH (Constancia de daños y afectación por tema hidrico e impacto medio ambiental y cultural)

mailto:comunidadindigenapatrimonial@gmail.com
mailto:nibaldoceballoscarrero@gmail.com

	SRA. DIRECTORA EJECUTIVA
	I.CUESTIONES DE FORMA
	2.Plazo
	3.Legitimidad
	“Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas obse
	II.ANTECEDENTES PREVIOS SOBRE EL PROYECTO “Sistema de
	2.2Sobre la localización del proyecto a escala region
	III.TRAMITACION DE LA EVALUACION AMBIENTAL
	IV.SOBRE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y EL INSTRUCTIVO 
	“La participación ciudadana comprende los derechos
	“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará l
	"Conjunto de directrices, principios y normas disp
	“La Comisión a la cual se refiere el artículo 86 o

	“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará l
	V.- SOBRE LAS OBSERVACIONES QUE NO FUERON DEBIDAME
	VI.- SOBRE LA FALTA DE CONSIDERACIÓN DEBIDA DE LAS
	A.- OBSERVACIONES RELATIVAS A LA INCOMPLETA E INCO
	B.- OBSERVACIONES RELATIVAS A LOS IMPACTOS NO POND
	C.- OBSERVACIONES RELATIVAS A LA PONDERACION DE RE
	VII.- EL DERECHO
	2.1 Ilegalidad en el mecanismo de ingreso del proy
	a.Sobre los mecanismos de ingreso al Sistema de Eval
	b.No se lograron descartar los efectos, característi
	i.Importancia de considerar el cambio climático para
	C. No se pudo descartar que no se generan los efecto
	3.2 Ilegalidad por vulneración a los estándares de
	a.La Consulta Indígena regulada en el Convenio Nº169
	En la misma línea, el artículo séptimo del Conveni
	“Artículo 7 1. Los pueblos interesados deberán ten

	“La consulta es un deber de los órganos de la Admi
	ii.Que dicha medida sea susceptible de afectar direct
	“Que, de lo hasta ahora expuesto, fluye que la par
	b.Deficiencias en la realización de RGHPPI (Art.86)
	“Cuando el proyecto o actividad sometido a evaluac
	Artículo 18.- “Los pueblos indígenas tienen derech

